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ver en ese decreto la violación, no sólo de las garantías individuales, 

sino áun de las sociales. ( 1) 
El odio al crimen, el terror que carsaba fo insolencia de los bandi-

dos, llevó al legislador de Guanajuato bnsta donde no han llegado ni 
las leyes mismas de suspensión de garantías, que se han expedido guar­
dando las formas constitucionales. Si bien ellas restringieron las que 
otorga el art. · 20, de un modo que la razón nunc:, lo consiente, deja­
I'0n al menos un recurso expedito ptua corregir :í. tiempo el funeslo 
error de una condeaación inicua, pues ordenaron que no se ejecutara. la 
pena de muerte en ningún caso, sin que previnmente se remitieran las 
causas originales ó en copia :í. las autori<lades :í. quienes corresponda 
conceder indulto :í. los reos. (2) Y esta sóla prevención de esas terri­
bles leyes, salvó la vida á muchos que uo merecían la muerte, y áun á 
slgunos que eran del todo inocentes, y cuya inculpnbilidad no se pu­
do probar en el juicio. Pero prohibir h,.sta que se dé curso á las soli­
citudes de indulto, en los casos eu que la prueba no es libre ni franca, , 
en las causas senteneiadns por un juez único, es cerrar la puerta á. to. 
do medio de prevenir un error in-eparnble, es condenar ó. ciencia cier­
ta á la muerte á quien puede ser inocente. 

Esto dicho, indicado queda ya el vicio capital que nulifica el de­
creto de la Legislatura de Guanajuato: abstracción hecha de que 
muchos de sus preceptos son contrarios á los del Código supremo, él 
restringió las garantías que éste concede :í. los acusarlos, y eso nunca 
Jo puede hacer la soberanía local. Hubo un día en que un Estado pre­
tenclió legislar sobre esta materia; pero después de la dehida conside­
ración de tan grave asunto, quedó definitivamente resuelto que sólo 
el Congreso federal, en los términos que demarca el arlícu lo 29 de la 
Constitución, puede suspender ó limitar las garantías. ( 3) Hoy, siu 
embargo; aquella Legislatura Jo hace como si ese artículo uo se lo pro­
hibiera, como si ejerciera uua de las facultades propias de la sobera­
nía local, y no puede esta Corte, gunrdinu de aquella suprema ley, 
permitirlo. Poner trabas á la libertad de la defensa, extender la pena 
de muerte á casos en que no la autoriza el texto constitucional, su• 
primir el careo cuando el jnez lo crea inne..:esario, negar elderechode 
petición, etc., etc., son cosas que sólo uua ley que suspenda fas ga­
rantías puede rlec1dar, y de evi<lencia los legisladores de Guanajuato 
carecen de facnltn(, es para expedirla, áun en casos excepcionales. 

Alguna vez he indicado que ese artículo 29 necesita de sustancial 
reforma, porquu Ju i l!Speosión de garantías que legitima puede llegar 
basta los e~tremos n ás inaceptables, y hablando especialmeute de las 
relativas á la de(eusa, ke dicho esto: "Es otra garantía individual la 

- 1 Th~ reA·on o( t isapparentinoonaiat;eney ia tbat, in most cases, penal 
trials effect indi 11 1 H - who do not be long to the eta.sea which han the gr ... ;\t ,11t 

influenoe np m l · ¡,1~•1• n. Th'e p,int ie specia.lly important in co11ntrttn1 wher8 
the penal t ia.l Í'I not pu Jic, People nner learn wbat is going on in th:, houli!el 
of jnstice. L eh~r. tln u \ll lib"rty, pág. 7l. 

2 A ·t. o0 ,11:1 •a. léJ de 18 de Mayo da 1871. reprot\uoido en lfls !Aye~ de 2!l 
de Mayo de 181Z. S Jo ll ¡ o Je 187S, 10 de .!.bril de ISH, 28 de .!.bril de 1575 y 9 

de Mayo r1e 18i6. 
S Véase el ~ 1.n~1 •obre el amparo y el babeas corpu@ 1 p&ginas 97, y eigts .. 
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de la plena defensa del acusado en el ·u· . . . 
perturbación más profunda de la ;z ,e,? C!tlDJnal • ...•. ¿ Podría la 
mandara que al acusado al sos hp pubhc~ legalizar una ley que 
rs ésta ó aquella pena, sin juici1:csi~SO. de_tal? cu~! delito se aplica­
esa pena no fuere la de muerte? E to ud1enc1a, _s,~ defensa, aunque 
la comunión de los países culto. s t ' [°e pon_dria a México fuera de 
na!," (1) Y si tales han sido s;

0
es O O P':r~te el texto constitucio-

1~~ poderes que ejerce el Con yeso n mis 0 P1?~0 nes, áun tratándose de 
. cion de las garantías . cómogr dr~e la Umon, respecto de la restric­

limitara, hasta nulifidaiio el /
0 t ~o aceptar que una Legislatura 

diales y más santos qu~ el h erei o e defensa, uno de los primor­
me cause asegurarlo es en m·ºm re pueda tener? Por más pena que 
na! el decreto de Gu~na¡·u•to 'q cohnceptoaliz¡;)enamente anticonstitucio-

~ ne e an ado. 

V 

El acto contra el que se ha solicitado 
d~ Celaya, que negó la prueba ped'd ~ste amparo es el del juez 
mmo," en virtud de Jo dispuesto , a P{'r e defensor "dentro del tér­
Por no haberse presentado , d I en e. artículo 16 de la ley local 
obstante las citas que se les \a~1a'::'~r ciertos testi~os de descargo, n~ 
defensor qu_e se despacharan exhort~tado por el ;uzgad?, solicitó el 
~ y San Miguel de Allende, idiend parn. su exame,n, a Guanajua­
no, para que esos exhortos p d' o la proroga del termino probato­
apoyó ~•ta solicitud en el art;,

0
;~;~ g:~:rc dilig~nci~?os en tiempo, y 

no P<><!'ª prevalecer el 16 de aquell I s· onstitue10n, contra el que 
la nego de plano, porque ese tér . a ey. m embargo de esto, el juez 
rog~ble, porque era inútil decre=~~ que ~•taba _al espirar, es impro­
nh_ortos no se devolverían oportuna prue ª,f~d1da, supuesto que los 
~ecme negada su defensa :i los reos 1ent~: sm que por e&to pueda 
r,as se les ha preguntado con ., ' quienes desde sus preparato­
Necesario es ver con deten· . quto1enes podrían justificar la coartada " 
el ·¡ . 1m1en esos puntos . . . 
• s1 enc10 del juez, respecto d 1 . . ; sm pasar rnadvertido 

ticulos 16 de la ley local de G:: c?ntrad1cc1on alegada entre los ar-
Bepública. . na¡uato, Y el 20 de la suprema de la 

Ni áun sosteniendo qu 11 
risprude_ncia común, que e:.:i~e ~/:1•u~ri~ó la doctrina de la jo­
para el Juez con su sentencia ui· d termino de prueba concluye 
las diligencias necesarias par; ;c1.:.:: ¡° basta antes de ella, practicar 

ho
negar la prueba pedida dentro del té ~ verdad, se pudo legalmente 

rros no ¡¡e devolverían o ortu r1D1Do, so pretexto de que los ex­
toe lejanos,,, como lo ase puró 1::men~, por que ellos no iban á "pun. 
lllpuesto que no lo son resgpecto d:~;1dad respon~able en su informe, 
7 porque la ley misma proroaa en es:ª/ª• Guana;uat:o y San Miguel, 

º aso sus termmos fatales, BU• 

1 Véase el Ensayo sobre el amparo y el habeas corpus, pág. 90. 
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puesto que por tener el proceso "m:Ís de cien fojas," como lo confie-
sa el juez

1 

su nrtículo 39 concede un día más "por cad!.l. cincuenta fo-
jas. 1 ' Sin acudir, pues, nl telégrafo ó á otros medios rápidos de co­
municación, y cuando se trata de la vida de un hombre1 necesario es 
apelar i ellos, vemos que.la negación de la prueba no est:í apoyada, 

macho de la soberanía de los Est d en materia penal, de su compete a. os, de sus facultades para leaislar 
, . . ocia para ate a . l º . 

su reg1men mterior etc etc . n er a ns necesidades 

ni :iuu en la inconstitucional ley en que el juez quiso iuudnr su .de­
creto: si ella hubiera sido aplicada exactamente, los exhortos habrían 
sido despachados. Y sí no hubieran vuelto diligenciados en tiempo 
oportuno, esta razón del juez para negar la diligecia' solicitada, sób 
justificaría esta verdad: que la ley, al no prorogar el plazo por el tiem-
po necesario para sal.ar la distancia i que se encueutren los testigos 
ament: s, niega á su -vez la defensa, cuando ésta se basa en la lleJiJ..· 
ración de esos testigos. Esta verdad es de una evidencia irrefra-

gable. El mismo juez, e:1 su informe, dice que él debió a.justar sus pro--
cedímieotos i Jo ley local, sin ocuparse de la defensa de ésto baio el 
punto de vista ele su in '.!onstitucionahclacl, queriendo acaso. con esto, 
sigui ficar que él no debió inquirir si ella es ó no contl'aría á la Cons­
titución. No es esta la teoría constitncional co11sagrad .l en las ejecu• 
torias de esta Corte; ( 1) y sobre todo, no es ese el d e:,cr 'l"e i los 
jueces de los Estados impone terminaotemente el artículo 126 de esa 
suprema ley, ordenándoles que se arreglen ii. e:lla, á pesfl.r de "las 
disposiciones en contrn.rio," que pueda haber en láS leyes locales. Ine­
ludible obligación tenía, pues, el juez de decidir si el artículo 16 del 
decreto que aplicó, contraría el 20 de lo Constitución, como lo afir­
maba el defensor, para no obedecer más que á éste, si tal pugna exis­
tía. No sólo no resolvió este punto, sino que declaró que no se nieg~ 
lo defensa :í quien se conceden sólo tres días fatales para que decla­
ren ' ' te::itigos ausentes'' que está.u en puntos lejanos: y semejante de­
claración, que es notoriamente insostenible conforme ó. las doctrinas 
de la jurh;prudencia común, porque ella. no angustia nsí los términos, 
ni áun admitiendo las instancias superiorca, reconor.e de un modo im· 
plíc1to, péro también innegable, que el decreto con esos doctríoas, ha 
teoido que restringir una ,le las garantías de la defensa, el derecho de 
probar. Nada más se necesita.ha para negnr l3. obediencia :í un decre­
to que suspende bs garanthis, infringiendo el artículo 29 de l!\ Cons­
titución, y esto basta parn juzgar anticonstitucional el acto re~lamado, 
por doble motivo: por haber aplicado un decreto contrario á ese ar­
tículo, supuesto que limita el precepto del 20, y por no haber obede­
cido el 126 de la misma Constitución. 

Yl 

En la discusión que provocó este negocio fueron vivamente coro· 
batidas mis opiniones, y debo concluir exponiendo las razones con . 
que creí satislacer las réplicas con que se me atacó. Se ha hablado . 

(• 

1 Amparo Prif,to. Cuest. const., tomo 3 ° ., plíg:J. 382 y siguientes, 

· ' ., ·, Y como nad' · 
menos yo, defensor constante de e ie. mega esas verdades, 

rreoo la cuestión de que aquí set t soberama, _colocando en ese 
broUarla; esa cuestión form,11 d ra a, no se consigue m1.3 que eu · • ' ª a eu sus tér · • -eD?", no es mas que ésta: . Pueden 1 mmos mas seooillos y pre-
mer, las garautía.s iudivid~·lles? C os Estados suspender, limitar si­
.· resolv~rla como leer el ;,tí~ulo ~'; ~!ª1 cl~ida~ pr~s_entada es tau 

ma claridad creo haber ya b d a onstituc1on. y con la 

t 
. pro a o que el el 

res nnge las aaranlÍ'• ª po ecreto de Guana-

d 
º ~, rque no se ¡iued . 

e muerte, reservada por el , . 1 e casbgar con Ja pe 

l 
. . · ar,1cu o 23 pa l l -

' a co_mphce, al receptador del robo. rn e sa teador de cami-
careo sm violar el artículo 20. , porque no se puede suprimir 
curso i las solicitudes de inci'uftrq_ue no se puede vedar el que se 
bícudo profundizar m~s esto otsm contrariar el artículo 8 o No 

, ~ s puu os q f .. 
, me límit~ré ,¡ hablar sólo del ue' coue caen uera de mis propó-
u~ él ha sido el objeto principa[ de lo~ la defensa se reladona, 
na rle este amparo. Se ha dich" u d;'bates y constituye la 

el procedimiento criminal que crcq e l?s Estados pueden estable-

ado
· · C' · au ID/lS Conven1'e t . . · e omo se quiere que esta C n_ e, Y se ha ex-

mal federal, determine los req . 'toortde, en su calidad de Poder 
· • d 

1 
, . ms1 s e Ja p b d .. . c1on e termrno para r011dirla las . rue a a ims1ble, la 

, . dad de los testigos? i Cómo iddría cuah~ades que abonen la ve­
m1dad de una ley porq· ue el plro"•du_n tt11uunal desconocer la le-
los d'l · ' ' 1m1en o que fiJ' • • 

1 amones que concede son cortas a es rap1do, por-
uyen ~raves consideraciones do ord \ ~f bre todo, cuando en ello 

tes circunstancias? Esto S"' , ~n pu ico, cuando median a.pre 
1 l • · ,ria mas que at t -
oca 'porque sería penetrar :i los d . . ~n ar contra la sobera-

le sus atribuciones. Tales aon en otm1010s el legislador' usurp:ín .. 
tma y otra vez se han emple' r oda su fuerza, los araumentos 

Ellos se basan en verdades ~u: ~:r:one~ar este amparo~ 
pto con una extensión mucho maJ· solo reconozco, sino que 
los Estados pueilen m·•• que e- J ~r que la que se les da. Yo creo 
in l , ,... ~pe«ir sus leyes d ¡· . n c:i, porque tienen facultades e proccc 1m1entos 

los artículos de Ja Constit . , para regl:unenta.r cu sus códiCTOS 
se relacionen i m:is áun. o.r~c~~~- que con las materias civil y Pe­
no eotraiíen a.sunto de 1/co 'fusla_r sobre todos esos artículos 

pues, que admitiendo los I n'mnf'.". ncia de la ~'ederación, ; Cómo 
• ' cip10s que iu 1 '· 

que se_ nnpugnan mis opiniones ·,., ~ocau os argumentos ·º proviene de que la cuestión n~ s1:erSt:!ita sm embargo en ellas? 
ida; ele que se confunden idea h_alplanteado cou la exactitud 

...
. • . . s esencia ment,. d' on se d1s1pa en el momento .., iversas. Pero esa 

·tuciontiles, que se ponen e en que se concuerdau los preceptos 
. n pugna en el argumeutJ que con-

~s Estados pueden determinar l .. 
r1ones de los testiaos pe . 1º1s req1'.1s1tcs de la prueba las 

"l d e, ' ro sm eaar a esklbl , 
os .esconocidos no merecen fe '' º b ccer como regla 

los les mas graves; porque deuiend~ se:Z ~ ;°do, en las causa.s cri­
que los acusados presentan con s / e Juez la mayor plÍrt<: ' o o esa regla se d~conoce la. t 
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prueba testimonial, prueba que por más falible que pueda ser. nin~ 
erit.erio ni el filosófico ni el jurídico pueden desechar; porque 
sólo es~ reala se niega· por completo la defensa á quien no puede 
probar su inculpabilidad sino ~on 1 't.estigos ·desconoci~os.''. ~. 
tados pueden señalar los térmmos que en las actnac10nes ¡udic 
crean convenientes; pero sin hacerlo de modo que ellas importen 
negación de la prueba mism~, como sucede cuando no se atiendeá 
distancia á que ella deba rendirse, cuando no se salvan los casos 
traordinarios, en que sin una próroga, la probanza queda cuando 
nos incompleta por la complicación que ciertos negocios · presen 
por enfermedad de las personas que con algún carácter mt;ervienen 
el juicio, por ocupaciones preferentes del Juzgado, etc., cte.; cu 
se cría, en fin, una tr:imitación cuyo resultado práctico es que el 
sado no pued:i rendir toda la justiticación de sus descargos, siq · 
ant.es de la sentenci:i que irrevocablement;e lo condene. Los Es 
pueden dictsr medidas duras, severas, como se ha dicho, para s 
á la sociedad, pero sin suspender ni restringir las garantías. Cu 
en nombre de los principios que yo acepto, se llega basta las 
cuencins que rechazo, no se reglamentan, sino que se infringen loe 
tículos constitucionales; no se ejerce una facultad, sino que se 
te un at;entado. 

Y bien se sabe que estas mis opiniones no son nuevas: al d 
der la soberanía de los Estados sosteniendo contra vieja preocup · 
que ellos pueden legislar sobre garantías individuales, be puesto í 
teorías los límit.es que la razón exige, para que ellas no lleguen al 
surdo. Al decir que los Estados tienen facultades para legislar 
ciertos artículos que consignan garantías individuales, estas han 
mis palabras: "estoy muy lejos de suponer qne lo puedan hacer 
tal libertad, que contrarien los preceptos de esos artículos. Lo~ 
dos pueden reducir el término de.·Ja det;ención, pero no amph&r 
más de tres días ; pueden abolir la pena de muerte, pero no c 
con ella mós delitos que los que expresa el artículo 23 ...... " 
• • den expedir sus códigos de procedimientos criminales, pero sin 
" trariar el artículo 20." ( 1) Y esto dicho, queda explicado por 
respetando la soberanía local, le niego sin embargo toda facultad 
ra limitar las garantías individuales que la Constitución consigna; 
que creyendo, como creo, que el decreto de Guanaj unto restrio 
libertad de la defensa que asegura el artículo 20, á pesar del 
de ese Estado para fijar el término probatorio corto ó largo, para 
terminar los requisitos de la prueba, las cualidades de los testigos, 
formalidades del procedimiento, no Je ha sido dado llegar basta 
nerar ese precepto supremo. 

¿ Y cómo podría sostenerse la especie tantas •~ces repetida 
discusión, de que concediendo este amparo. de que ¡uzgan.do anti 
titucional ese decreto, esta Corre llegaría basta á usurpar las • 
ciones del legislador? Por mi parte debo declarar que quien asíi 
preta mi voto, que quien esos propósitos me atribuye, se engaña 

1 Amparo Vilohia V•rt.1 de Valdh Cuest. corut., tomo 2 ° ., páginll 1 
figuient ... 
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eomplcto. La más alta prerogativa que este Tribunal tiene, es la de 
¡ugar de la conformid~d de todas 1'7' leyes con la Constitución, parn 
. e sol.ir~ ésta, qu~ es la suprema., nmguna prevalezca; y tal preroga­
Y& se ~Jerce_ pre~1snmente en In. vía de amparo, no derogando las le­

ant1c~nsti~uc10nales, no corrigióndolas, no legislanrlo, sino dccla­
dolas rnaphcables en el caso especial sobre que versa el proceso 

que ó_fu~rza de nnli~~arlas siempre que de aplicarlas se trate; 
obligue 1~dire?ta r_ !'ªc_i~••,r;1ente al legislador ó derog:\rlas. y en­
esta pr~rogat_1va ·Judwml y las atribuciones "}eO'i::,lath'as "hay 
osa d1stancrn. 0 

, 

Por lo que _:i mí ~ca, al conceder este ampáro, no quiero 01 m­
io derogar m modificar aquel decreto· sólo ti·ato ele curo 1· • d b d 1 , . . , p ir con _e er, ec arandolo 1ncoust1tucional, para que no se aplique al 
oso, en el punto sobr_e el que este juicio versa. y si fuese yo tau 

o que_ mis ra~onam1entos persuadieran al legislador de Guana­
de b i~constituc,on~hd~d de su ley, y de la obligación que to­

las autoudades del pa1s tienen de respetar y sostener las gara • 
que oto~ga 1~ Constitución, y se apresurara á derogarla., sería~-

~o el mas brillant;e testimonio de la excelencia de nuestras insti­
ones, de!~ bondad del amparo, que á la yez que asegura el oce 

esas g~rantias en ?ada individuo, fija el derecho público de Jag na­
' hac,~ndo impo~1b!es las leyes anticonstitucionales. ( ¡) 
Las circ~nstancias de_ verdad extremas en que Guanajuato se ha 
trado, _a consecuencta del alarmant;e desarrollo que allá han te-

. las gavillas_, dan materia al último argumento en contra de mis 
ones, Y se tn~ocau c_m_~o la razón decisiva para legitimar la Je~· 

yo he con:batid?· J?i_ciendose que la sociedad tiene tnmbión 5,;s 
, Y no _solo el mdmJuo sus garantías, como s.i aquellos y &,tas 
':8~uciah~ente contrarios¡ que ellas no pueden servir para Oar 

lo•, impu01dad ni ~rimen; pintándose negra y terrible la situ,,ción 
uo E_~ta~o er~ que rema la alarm:1 1 el terrJr que auda.ce.; bnotlido . ..; 

aabid_o rnspira.r, para llevará c&.bo sus depreda.Cione3, se ha creí­
. uctr de todo eso, el derecho que ha t.enido Guauajuato para 

una l~y se!era, pa~a obrar con cuanta energía es necesaria :í. 
e at.err?nzar ª. su v~~ a ~sos bandidos. Angustia1fa. como lo e, 

dess:racta esa s1tuac10n, rndudable como lo es también que Ja so­
tl~ne el derecho d~ pre,·enir y castigar el crimen, con tanta se­
como es la audacia de los malhechores, nceptan,lo vo cuanto 

~to se ha dicho, salvo el nnti,gonismo en que se pone:\ los fue-
-::iales con las garnntias individuales, toda. esa argumentación 

0 poderosa se reputa que como decisiva se ha tmpleado, tien¿ 
:~~dec~r ant_e el precepto del artículo 2U de la Constitución, 
~ ~ está. escrito precisamente para esos casos graxes q•ie ponen 

aociedad en grave p_eligro ó conflicto, para circunstan
1

cius excep­
es en que se necesitan las medidas severas de que se babia, pa-

1_ v::nae los capítulos IX y XX del Em,ayo so\re et atD.paro y el bn.her..• cor­
•aq 16 expresan Jas.teorí~ Ao,bre el reour80 de amparo. en cuanto al pun• 

i6car la.a le1ea ant1ooost1tuc1onalefl, sin in.-adir Ju f&oulh,,:ie11 dtl Jegis-
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ra aquellas situaciones en que sea preciso s~spender los garantí 
. Estil Guauajuato en uuo de esos casos ? Asilo reconocemos tod01 
iue<>'o si obedecemos ese precepto, debemos todos condenar el d 
to que nos ocupa porque no es la Legislatura de ese Estado, sin? 
lamente el Presid~nte de la República, de acuerdo ??º el ~onse¡o 
ministros, y con aprobación del Congreso de la ~mon, ~men p 
suspender las garantías que ese decreto ha querido restrrngir .. T 
cuanto se diga de la conveniencia y necesidad de éste p~ra las_ cir: 
tancias que lo inspiran, no lo salva d_e la n?ta de .~nt1constí:uc1 
que merece, porque tocio eso no legitima 1a mfracc10n del articulo 

citado. · ·¡· .
1 

·t .. 
y no se diga por esto que en virtud de la d, ic! si uacion 

Guanajuato, yo pretendo que se suspendan las g~rantias _en toda 
República, como más de una vez se ba hecho, o qu_e qu!ero que 
Congreso de la Unión expida una ley pena1 pa~a castigar a los b_ . 
dos de ese Estado. Siempre me he opuesto yo a aquelb pretens100. 
sostenible, diciendo esto: "Se ha estalJlecido entre nosotros la p 
tica, diría. mejor el abn3o, de que trastornada In p::i.z e1~ n_nn. parte 
país ...... se suspeurlau las g~rantius para toda la RepulJhca: esa 
pensión que podri ser necesaria en la locahdarl en qnc el tra~ 
existe se convierte en verdadera calamidud pura los pueblos paetfi 
como ~s evidente ...... Es por tanto ne:esario declarar ~ue las_ 
bras del texto constitucional, "prevenc1011es generales, no s 
can que siempre la suspensión ha de ser _ge?eral para toda la Rep 
ca: ese mal necesario de un trastorno publico debe loc~hzarse , 
como sea posible, sin extenderlo á. comarcas en que ~o tiene razon 
ser."(1) y en cuanto,\ que el Congreso _fed?ral_legislara pam 
na.junto, ello no sería posihle en nuestras mst1tum~nes: la conco 
cia de los artículos 29 y 117 exige, por el cou\rar10, que el Con 
general se limite ,¡ suspender aquel)as g_~ranatrns, cuyo goce ~•JI 
sacrificarse á las exigencias de la s1tuact?11 de es~ Estado, deJ 
su Legislatura en libertad para expechr despues las_ leyes que 
convenientes sin tener que respetar los preceptos constituc10oale, 
pendidos. E~to es lo q~e nuestras instituciones mandan para e 
la colisión de la soberama federal con la local. . 

No se entienda por esto que yo creo que el Congreso mismo 
de llegar hasta donde fué la Legislatura;, ha~ta s~spe~der '. 'i":' 
tías que aseguran la vida del hombre¡ m se tm~gme s1qme~ 
pres~indo ae las opiniones que otra ,ez be sostemdo, reconoe 
que nuestro artículo 29 permite suspender hasta los derechos qua 
verdad son inherentes :i la naturalez~ del hon;bre,. como el de d 
sa por ejemplo. ;No permita la honra de mi pa'.s que Co1;1g1el0 
gdno ejerza todos los poderes que ese artículo le da! No, lc¡o,_de 
jurar esas opiniones, mantengo la esperanzo. de que vengan he:n 
serenos en que estudiado con m:í.s empeño nuestro derecho con 
cional '1ejos de la atmósfera de las pasiones polítfoas, se r~forme( 
artfouio eu los términos que la civilización de México lo exige. 

--1-Ens:iyo sobre el amparo y el b11.bt-as corp11", pág. 9;;. [[ 
z fo.'s opiniones á que me refiero las be defendido en el ca.pítalo V 

oha citada. 
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He fundado ya mi voto, sin decir todavía cuanto en su apoyo 
purriera, y lo entrego al dominio público para que los Estarlos sepan,¡ 
qué atenerse eu estas graves cuestiones, como se ha dicho. No sólo me 
arrepiento de que él, por la calidad que le dé la ley, sobre haber sal­
vado la vida de un hombre, que si es criminal no Sil le puede conde­
nar sin defensa, haya mantenido ilesos principios que son cardinales en 
nuestro derecho constitucional; sino que me felicito de que la moción 
que be con tanto gusto secundado, haga conocer al pnís el empeñado 
debate á que este negocio ha dado motivo, sacándolo del recinto de 
este Trihuual. Profundail son mis convicciones sobre los puntos que 
be tocado, y creyéndolas sinceramente apoyadas en la verdad y en la 
justicia, re1rntaré compensada la pena qne me ha causado el cumplimien. 
to de mi deber, al disentir de opiniones que respeto, y sobre todo, al 
censurar una ley que siempre debiera estar rodeada del mayor presti­
gio, si en mi pa!s no se vuelve á expedir otra. que tanto iniringa los 
precetos constitucionales, ¡i en mi pnís jamás se vuelve á suspender fa 
garantía <ie 1::t. defensa en el juicio criminal, como lo _reclama. su hon~ 
ra, su civilización. ¿ Me equivocaré en mis apreciaciones, m:is áun hn. 
brán errado los magistrados cuyo dictamen he seguido yo? Que el país 
todo lo diga; que él, conocedor de sus derechos, de sus libertades, de 
sus intereses, prouuocie la última palabra sobre el fallo de este Tribu­
nal. 

La Suprema Corte pronunció la siguiente ejecutoria: 

llféxico, Junio 15 de 1882.-Visto el juicio de amparo promovi­
do en en el Juzgado de Distrito de Guanajuato por l'ebrouio Ramírez 
y Andrés Ortega, contra los actos del Juez de l :: instaocla de Cela. 
ya, por los que les instruye causa por los dcli~,s de asalto y robo confor­
me á la ley númer¡¡_,35 del Estado, cuya dispocición ataca los derechos 
naturales del hombre, porque con el fin de acelerar el término del pro­
ceso sólo consigue en la prictica conrtar la libertad del acusado, mar­
cando ó la defensa estrechísimos límites, por lo que creen los promo­
ventes que se han .infringido en su perjuicio las garantías consignadas 
en las fracciones 4 ~ y 5 :': del art. 20 de la Constitución federal. Visto 
el segúndo ocurso presentado por Febronio Ramírez en que expone que 
si en su primer escrito no explicó las circunstancias que habían concu­
rrido en el proceso, fué porque :íun no era conocido por el defensor, 
pero que ahora que aquel ha sido fallad0, manifiesta que al rendir el 
defensor las pruebas qne acreditaran la inocencia del exponente, pi­
dió se librara exhorto á los jueces de 1 ~ instancia de la capital y de 
San Miguel Allende, para que fueran examinados unos testigos de ne. 
gativa coartada, y al efecto se prorogara el término probatorio, ,\ Jo 
cual no se accedió, infringiendo así la garantía que otorga la fracción 
6 ~ del art, 20 constitucioual. Visto el fallo del Juez de Distrito, fe. 
cha 16 de Febrero del corriente año, en que se deniega el amparo so-
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licitado por Ramírez, y se manda sobreseer respecto de Andrés Orte­
ga, por haberse desistido del recurso : 

Resultando: que según consta de autos, los quejosos fueron pro-
cesados con :.rreglo á la ley local número 35 por los delitos de asalto 
y robo en gavilla y en despoblado: que abierto el proceso á prueba y · 
cuando estaba para espirar el término probatorio, solicitó el defensor 
de los inrulpados la práctica de una diligencia de prueba para que 
fuesen examinados en San Miguel de Allende y en la capital unos tes­
tigos de coartada, cuya prueba no se le concedió porque estaba para 
espirar el término legal: que seguida la causa, se pronunció sentencia 
por la que ha sido absuelto Ortega y condenado Ramírez á la pena de 
muerte: que en virtud de la absolución de Ortega, éste se desistió 
del recurso de amparo, como es de verse en la diligencia de fojas 22 

frente y; Considerando: 1 ~ que el Juez de la causa denegó al defensor 
de Ramírez la prueba de que se ha hecho mérito, fundando su resolu­
ción en el artículo 16 de la ley local número 35, que textualmente 
dice: "Si el defensor ofreciere pruebas y "el Juez las calificare de 
"conducentes," se abrirá al efecto una dilación por el término de 
"tres días," concluido el cual se verificará la audiencia para oír laex• 
"culpación del reo áun cuando las pruebas no se hayan acabado de 
"recibir:" que tal precepto, como se vé, señala para la recepción de 
pruebas el plazo de tres días, sin duda porqué se creyó s~ficiente pa• 
ra examinar dentro de él á los testigos de des.:atgo que estuvieran 
presentes, de suerte que siendo un punto omiso en la ley el determi­
nar el tiempo que debe concederse para el examen de testigos ausen­
tes, es decir, de los que se hallan en otro territorio jurisdiccional más 
ó menos distante, es claro que esa omisión implica el dejar indefenso 
al acusado, por ser de todo punto imr osible que en ta:i corto período 
puedan recibirse oportunamente diligenciados los exhortos que se li­
bren al efecto: que consagrando la fracción 5 ?. del artículo 20 cons­
titucional la garantla en favor del acusado, de que se le oiga en de­
fensa, ella queda vulnerada en su perjuicio desde el momento en que 
se le priva de los medios necesarios para presentar esa defensa, ba-­
ciéndola ilusoria como ha acontecido en el presente caso: 

Considerando: 2 ~ qne si en materia civil tanto la legislación an • 
tigua como la novísima han reconocido la necesidad de conceder para 
la defensa áun el término extraordinario de prueba, con tal que en 1& 
testimonial se indiquen los nombres y residencia de los testigos que 
hayan de ser examinados; no se comprende por qué en materia ,enal 
en que va de por medio la vida del hombre, no se ha ya querido señalar 
un término prudente según las distáncias para la prueba, bajo las mis­
mas condiciones, las cuales'tienden :i que no resulte burlada la justi­
cia con dilaciones indebidas, supuesto que de aquel modo quedan con· 
ciliados el interes de la causa pública, que sin duda lo tieno en la pron­
ta represión de los delitos, y el del presunto reo, (\uien debe ser oído 

en defensa: Considerando: 3 ~ que aunque los Estados tienen la fu~altad de 
fijar en las leye3 de procedimientos penales los términos que les parez. 
can conTenientes, no la tienen para negar la defensa al a:!usado: 
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Considerando . 4 o que de . t· ' " SIS 1<'10 A d ' ~mparo, no hay m:i.teria para s ~, res Ortega del recurso de-
Por estas consideracion u prosecus1on r,especto á él. 

de la Constitueión federal s!s f con arreglo a los artículos 101 y 10?. 
1 ~ La Justicia de la' U .. ecrcta: ., 

m' , mon ampa ire: contra los procedimientos del J ra J protege á. Febronio Ra-
fºar os qne, en la. cau~!l que !e inst ~~z e 1 ~ instancia de Celayn 
a efeosa. ruyo por asalto y robo le de , 2 o S , nego 

.. e sobresee en estas actua . tega. ciones en lo relativo á A d • • O D ,
1 

n res r-

ficad evue rnnse los autos al Juzaado de . ~ d_e esta sentencia; publíque~e si. or1gc!1, con copia certi-
. . s1, por mayoría de votos ' y are ive~e a su vez el Toca. 

mm1dad respecto 1 ' en cuanto al primer punto 
~fi~i.s~ros que fon:ar~:g~f ~~ib~~na~ecrtarodu los CC . .e:J¡~~~~n; 

us w1a <le los Estados Unidos .P eno e la Corte Suprema de 
lla1ta.- .itfanuel .Al M:' Mexicanos, y firmaron.-I L 
Eleuterio Avila.-J::11.s-Maif¡iez u Bálanco.-José .illaríd B~1tt~taVa-
-M Au a G ª " zquez Palac· u · d · . z ·- uillermo Valle.-F J. · . ws.-.u.L. C'ontrera8• 

o Ru1z.-En1·ique L d . . 001 ona..-Ji Roia.s Ed a11 a, secretario. · ., .- uar-

eo Not.a.•:Eate &mparo se publicó en l d 
ne.ipond1en_tes í. los díaa 26, 27, :.!8 29ºª, ~O d:· s60, ti~l, 62, 63 Y 6{ de (<El Foroit 

' ep embre de 1882. 


